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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por la apoderada del accionante contra el fallo proferido el veintiocho (28) de noviembre de dos mil cinco (2005) por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción constitucional interpuesta a favor del señor JEREMÍAS TREJOS DÍAZ.

2.- DEMANDA 

En el escrito pertinente, se menciona que el señor TREJOS DÍAZ es persona de setenta y cuatro (74) años y nueve (9) meses de edad, que ha laborado en varios entes públicos del Departamento así: Municipio de Quinchía por espacio de once (11) años, diez (10) meses y cuatro (4) días, entre el veintisiete (27) de febrero de mil novecientos ochenta y cuatro (1984) y el treinta y uno (31) de diciembre de mil novecientos noventa y cinco (1995), y otros cinco (5) meses y siete (7) días, entre el primero (1º) de abril de mil novecientos noventa y seis (1996) y el ocho de octubre de ese mismo año; y, en el Centro Docente “La Salle”, también en el Municipio de Quinchía, desde el ocho (8) de octubre de mil novecientos noventa y seis (1996) hasta el veintiocho (28) de mayo de dos mil uno (2001), es decir, cuatro (4) años, siete (7) meses y veinte (20) días. En resumen, el tiempo laborado, equivale a dieciséis (16) años y once (11) meses.
Refiere la abogada, que estando el accionante al servicio del Departamento de Risaralda en labores de celaduría en el Colegio “La Salle”, tuvo un accidente de trabajo en horas de la noche del día veintinueve (29) de mayo de dos mil uno (2001), al ser víctima de heridas con arma de fuego, según documentos que anexa provenientes de la Fiscalía General de la Nación. Dice además, que como consecuencia de ello, el señor TREJOS DÍAZ presenta secuelas de carácter permanente, debidamente certificadas por el Instituto de Medicina Legal, a saber: deformidad física en el rostro por parálisis facial, perturbación funcional del órgano de la visión por el cierre incompleto del párpado del ojo derecho y lagrimeo permanente, perturbación funcional del órgano de la masticación, y perturbación síquica de carácter permanente, debido a sintomatología depresiva.
Destaca que según la certificación expedida por la Directora del Centro Docente, su poderdante fue retirado del servicio de manera definitiva el día veintiocho (28) de mayo de dos mil uno (2001) -aunque aclara que debió hacerse con fecha 29-. Infiere por tanto, que el despido obedeció al accidente sufrido, empero no se le dio indemnización, ni tampoco le fue reconocida prestación alguna.
Ante esta situación, acudió a la Gobernación de Risaralda para solicitar el reconocimiento de la pensión de retiro por vejez o en su defecto, la de jubilación por invalidez originada en accidente de trabajo, con resultados negativos, dado que en los archivos de esa dependencia no existía historia laboral del señor TREJOS DÍAZ, decisión que al ser apelada, fue confirmada por el señor Gobernador del Departamento mediante resolución 0398 del catorce (14) de septiembre de dos mil cinco (2005). Frente a ello, infiere que la señora MARTHA LUCÍA CÁRDENAS SÁNCHEZ, rectora del Centro Docente “La Salle” de Quinchía vinculó autónomamente al actor como celador de dicha institución, sin contar con la autorización de la Gobernación Departamental, con lo cual no se podía desvirtuar su calidad de empleado de ese colegio, dado que la señora Rectora fungió como representante de la Gobernación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 32 de D.L. 2351/65.
Así las cosas, estima que el señor TREJOS DÍAZ de buena fe consideró estar vinculado al Centro Educativo “La Salle”, hecho que es convalidado por las certificaciones expedidas por la citada Rectora, Fiscalía y Medicina Legal.

Solicita entonces del Juez Constitucional la protección de los derechos fundamentales de su prohijado, a saber: A la salud, a la seguridad social, al mínimo vital y en especial a la protección a la tercera edad, todos en conexidad con el derecho a la vida y a la dignidad humana; mediante la orden a la Gobernación de Risaralda para que reconozca la pensión de retiro por vejez o bien, la de jubilación por invalidez originada en accidente de trabajo.

Justifica su petición en que el actor es de avanzada edad, se encuentra en débiles condiciones de vida, con su capacidad laboral mermada, presenta invalidez y en precaria situación económica al depender de una familia extraña, situación que acredita mediante declaración jurada ante notario rendida por las personas que lo han albergado.
Es una persona que requiere de tratamiento médico, al cual no puede acceder y del cual gozaría si la parte accionada lo hubiese afiliado de conformidad con las disposiciones existentes sobre salud, pensión y riesgos profesionales.

Se aclara asimismo, que a pesar de existir vías ordinarias para acceder a las pretensiones, la acción de tutela se invoca como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio inminente e irremediable debido a la edad del actor, las secuelas que padece y la disminución de la densidad de sus vértebras cervicales que presentan signos tempranos de osteoartropatía degenerativa y al parecer, esquirlas de arma de fuego que yacen sobre los tejidos blandos de la hemicara derecha.

3.- FALLO 

El señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, tuvo en cuenta la respuesta suministrada por las entidades accionadas: Gobernación de Risaralda, Alcaldía de Quinchía (Rda.) y la Institución Educativa Nuestra Señora de los Dolores (antes Escuela “La Salle”), frente a lo manifestado en la acción de tutela.

Con tal panorama en mente, dedujo que no era la acción constitucional mecanismo ideal para satisfacer las pretensiones aludidas, toda vez que se disponía de otro medio de defensa judicial que debía utilizarse de manera preferente en particular por la complejidad del asunto debatido que exigía un debate probatorio intenso, difícil de concretar en un período tan corto como el contemplado para el trámite tutelar.

Sirvió también como base para negar el amparo deprecado, el largo tiempo que se dejó transcurrir, habida cuenta que si desde el año de mil novecientos noventa y seis (1996) el actor tenía el derecho a la pensión, tal como lo afirma su apoderada, o si desde el dos mil uno (2001) debió reconocérsele su pensión por invalidez (en atención a lo manifestado sobre el accidente sufrido cuando desempeñaba labores en el Colegio “La Salle” de Quinchía), entonces por qué hasta ese momento se recurría a la acción de tutela para buscar la protección del derecho al mínimo vital. Igual elucubración procedía respecto del estado de salud. En esas condiciones, dado que el peligro debía ser inminente, debía percibirse sin esfuerzo alguno, lo que no se evidenciaba en el evento examinado, era innegable que no se daba un perjuicio irremediable y que no se había cumplido con uno de los requisitos exigidos por la Corte para la procedencia de la acción, cual era la inmediatez.
4.- IMPUGNACIÓN

La Profesional del Derecho que vela por los intereses del accionante, por supuesto, al no estar de acuerdo con el fallo proferido, sustenta la impugnación en los siguientes términos:
No comparte el criterio según el cual la acción no procede por no contarse con el tiempo suficiente para dilucidar un asunto de la complejidad presentada, para lo cual se fundamenta en jurisprudencia de la Corte Constitucional. Al respecto, sostiene que el accionante presenta condiciones que comprometen su derecho a la vida en condiciones dignas y justas, a la salud y al mínimo vital, para lo cual invoca el contenido del reconocimiento médico legal que le fue practicado.
La capacidad laboral del actor se encuentra deteriorada en sus aspectos físico y sicológico, lo que le impide acceder a un trabajo que le garantice los mínimos ingresos para su subsistencia y solventar los gastos médicos que su tratamiento requiere, en especial por cuanto depende de la caridad que un tercero le dispensa. En su criterio, existe conexidad entre la falta de la cancelación de la prestación económica y la vulneración de las condiciones mínimas de supervivencia, dado que cuenta con setenta y cuatro (74) años de edad y vive a la espera de la caridad pública, sin laborar. Por otro lado, no contaba con los recursos suficientes para acceder a un profesional del derecho que le asesore y asista en el proceso ordinario para el reconocimiento de su pensión, que sabido es, toma un considerable tiempo que el accionante no está en capacidad humana, económica ni emocional de soportar.

Insiste en que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 31 del Decreto Ley 2400 y artículo 29 del Decreto Ley 3135, ambos expedidos en 1968, el señor TREJOS DÍAZ tiene derecho a la pensión de retiro, además, le es aplicable el régimen de transición consagrado en la Ley 100 de 1993 por contar con más de cuarenta (40) años de edad al momento de su entrada en vigencia.

Menciona también a otra profesional del derecho que veló por los intereses de su apoderado, abogada que incluso agotó vía gubernativa ante el Municipio de Quinchía, quien no pudo obtener resultados favorables para su prohijado. Tal gestión fue posible gracias a los dineros que tenía ahorrados al momento de su desvinculación, los cuales se agotaron. Por demás, agrega que la entidad territorial siempre le prometió a través de sus funcionarios dar solución a su situación, lo que dio lugar a la dilatación de términos para acceder a las acciones judiciales pertinentes.
Solicita, la revocatoria del fallo y la orden para el reconocimiento y pago de la pensión por vejez o en su defecto, la de invalidez.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por la apoderada del actor, contra el fallo proferido por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

El caso puesto a consideración de este Juez Colegiado Constitucional, está revestido de unos ribetes bien particulares. Por un lado, no puede dejar de llamar la atención la calamitosa situación que describe la profesional del derecho no sólo en el escrito inicial, sino también al sustentar las razones de su disenso frente a la decisión tomada en primera instancia. Por el otro, las respuestas suministradas por las entidades accionadas, enfáticas en señalar su ajenidad a la vulneración de los derechos señalados en la acción.
Debidamente sopesadas tales posiciones, es deber de esta Sala admitir que razón le asistió al señor Juez fallador de primer grado, al negar el amparo deprecado. El sustento de tal declaración lo encuentra la Sala básicamente en la misma motivación que sirvió para fundamentar la sentencia impugnada. Infortunadamente, por más afugias que pueda presentar el señor TREJOS DÍAZ, no puede desconocerse que antes de proferir una decisión sobre la pretendida pensión de vejez o la de invalidez que se pide de manera subsidiaria, es necesario agotar todo un trámite probatorio para determinar en primer lugar, qué clase de relación jurídica se estableció entre las entidades que ahora fungen como demandadas y el actor. Paso obligatorio, después de establecido esto, será determinar si en verdad, el accionante reúne los requisitos para acceder a una de las dos pensiones mencionadas con tanta insistencia por la abogada impugnante, incluso, en caso de ser negada la primera de ellas, debería contarse con los documentos pertinentes que permitan establecer el nivel de invalidez que presenta el demandante y si el mismo es suficiente para permitir per se el otorgamiento de la prestación económica desde ese rubro. Peor aún, en caso de obtenerse una respuesta afirmativa frente a tales inquietudes, será menester establecer a cuáles de las entidades accionadas corresponde asumir la carga de la pensión que en gracia de discusión, digamos, podría llegarse a conceder.

Como se ve, el panorama no resulta nada fácil y por el contrario, aparece en el horizonte un proceso con una dinámica probatoria importante que tal como se esbozara en el fallo atacado, de ninguna manera puede ser suplido por el procedimiento breve, preferencial y sumario que orienta la acción de tutela.

Si bien es cierto, en otras ocasiones, la Corte ha concedido el amparo de manera transitoria en situaciones similares a las que aquí se presentan, no lo es menos que las mismas particularidades del presente evento, impiden adoptar una solución en ese sentido. Ello se debe a que por el momento, tal como se explicó antes, la prestación que reclama el actor, se presenta como una expectativa todavía muy gaseosa que necesita de un trabajo probatorio importante para ponerla al alcance del señor TREJOS DÍAZ. La Sala, no puede emitir un concepto sobre la viabilidad o no de la concesión de alguna de las susodichas pensiones, en el entendido, que ese es un pronunciamiento que compete de manera exclusiva a la jurisdicción ordinaria. Corolario de lo anterior, no podría el Juez en sede de tutela, imponer una carga económica sobre alguna de las entidades demandadas, sin correr el riesgo de incurrir en una situación de inequidad, porque como se dijera antes, la situación analizada presenta demasiadas aristas que deben ser adecuadamente analizadas por el juez natural.
De otro lado, las explicaciones surtidas respecto del largo período transcurrido entre la situación denunciada y el recurrir a la acción constitucional, no alcanzan a desvirtuar la verdad irrefragable de haberse pretermitido el término normal para acudir a este trámite preferencial, con lo cual se acentúa aún más la improcedencia del amparo en el presente evento, dado que la situación denunciada ya ha tenido una notable consolidación en el tiempo y, por tanto, la vía apropiada es la de la jurisdicción ordinaria competente, que se muestra ineludible muy a pesar de la edad en que se encuentra el actor.
Con fundamento en los anteriores planteamientos, se hace necesario confirmar la sentencia impugnada.
6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE  CONFIRMA el fallo de tutela  proferido por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira.
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
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